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l 2004 fue un año crítico para la situa

ción de los derechos humanos, los avan

ces en este campo fueron mas bien ais-

lados, sin una orientación clara de los poderes

del Estado. Por ello creemos que la promo-

ción de los derechos humanos y la transición

hacia una democracia efectiva se encuentran

bloqueados en algunos aspectos y en evidente

retroceso en otros.

La respuesta del gobierno ha sido escasa fren-

te a los retos y recomendaciones planteados

por la CVR en el proceso de verdad, justicia y

reparación. Han sido insuficientes las políti-

cas adoptadas para combatir la exclusión so-

cial, la falta de presencia del Estado y el aban-

dono, que favorecieron el contexto en el que

se desarrolló durante 20 años, el conflicto ar-

mado interno. Así mismo resultan insuficien-

tes las medidas adoptadas para la obtención de

justicia efectiva para las víctimas de la violen-

cia y para el otorgamiento de las reparaciones

por los diversos daños causados. Situación que

se expresó:

a. A nivel de la difusión/educación sobre el

Informe Final de la CVR;

b. En el campo de la judicialización y las ex-

humaciones de los casos de violaciones de

los derechos humanos y del Derecho In-

ternacional Humanitario;

c. En lo que respecta a reparaciones, queda-

ron pendientes, entre otros importantes as-

pectos, una ley que las regule y un clasifi-

cador de gasto para el presupuesto nacional

que permita identificar que éstas se esta-

blezcan adecuadamente.

d. La creación y puesta en marcha del indis-

pensable Registro Nacional de Víctimas.

No obstante, la CNDDHH reconoce como

positiva la creación del subsistema de

judicialización de casos de violación de dere-

chos humanos, establecido cumpliendo las re-

comendaciones de la CVR. Sin embargo el pro-

ceso encontró acciones dilatorias o resistencias

para colaborar con la investigación judicial por
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parte de sectores del Estado como el Ministe-

rio de Defensa y el Ministerio del Interior,

entre otros, que ahondan los problemas para

alcanzar la justicia.

Existe una notoria precariedad de las insti-

tuciones democráticas y también de la repre-

sentación política para atender y procesar las

demandas sociales. Asimismo los conflictos

sociales se han manifestado de múltiples ma-

neras, demostrando el Estado total incapaci-

dad en la atención de las demandas de los gru-

pos más desfavorecidos, mientras aquellos

sectores de mayor poder económico conser-

van una situación de privilegios obtenida bajo

el régimen de Alberto Fujimori.

La respuesta del régimen ante el continuo

estallido de conflictos sociales ha originado

heridos, así como la muerte de cinco personas

por uso excesivo de la fuerza: Enrique Mega

Castillo (Pucala-Lambayeque), Reemberto

Herrera Racho (Huancabamba-Piura), Nico-

lás Gonzáles Pacco, José Cerco Palomino y

Florencio Quispe Coaquira (San Gabán-Puno),

y la permanencia sin sustento de estados de

emergencia en determinadas zonas del país,

otorgando atribuciones de control a las fuer-

zas armadas, en labores de reestablecimiento

del orden público (Ley 28222).

Es preocupante que la tortura continúe sien-

do una practica común en diferentes escena-

rios como los cuarteles, comisarías y cárceles,

por lo que podemos afirmar que ésta es una

práctica generalizada y extendida en el Perú,

persistiendo además mecanismos de impuni-

dad que impiden que se establezca una ade-

cuada sanción a los responsables y justa repa-

ración a las víctimas.

Si bien, en la administración de justicia no

hay mayor injerencia del poder político y hay

menos provisionalidad, el Poder Judicial, el

Ministerio Público y el Ministerio del Inte-

rior han sido incapaces de generar políticas

concertadas interrelacionadas y coherentes, lo

que refleja la incapacidad del Estado para ga-



13

A
N

Á
LI

S
IS

 G
E

N
E

R
A

L

rantizar la seguridad ciudadana y asumir la di-

versidad lingüística, geográfica y cultural en la

implementación de políticas públicas en este

campo.

Los sucesos más importantes y positivos de

este año, en el tema de administración de jus-

ticia han sido:

a. La aprobación del Plan de la Comisión Es-

pecial para la Reforma de la Administra-

ción de Justicia - CERIAJUS, con la parti-

cipación de la mayoría de los actores que

intervienen en la administración de justi-

cia.

b. La dación de dos cuerpos normativos: El

Código Procesal Penal y el Código Proce-

sal Constitucional.

El Código Procesal Penal cambia el dise-

ño, la lógica y hasta los fundamentos del pro-

ceso penal, pasando de inquisitivo a acusato-

rio, sumándose así el país al proceso de reforma

que se vive en Latinoamérica, en pro de mayor

garantía y eficacia para los procesados y la so-

ciedad. Queda pendiente, sin embargo, resol-

ver aspectos referidos a la implementación del

mismo, así como el establecimiento de com-

promisos coordinados y compartidos de los

actores involucrados.

El Código Procesal Constitucional cambia

a su vez, el diseño de los procesos constitu-

cionales, tan importantes por tutelar los dere-

chos y principios fundamentales del Estado,

tratando de combinar, al igual que en el caso

anterior, la mayor garantía con la eficacia ne-

cesaria.

Otros aspectos positivos a resaltar son: las

resoluciones del Tribunal Constitucional y la

Corte Suprema referidas a derechos civiles y

políticos y jurisdicción militar, que sientan

precedentes de observancia obligatoria respecto

al derecho a la verdad de las víctimas de viola-

ciones de derechos humanos, sobre el carácter

permanente e imprescriptible de la desapari-

ción forzada, y la competencia exclusiva y ex-

cluyente del fuero civil para el juzgamiento de

violaciones de derechos humanos. Asimismo

destacamos la decisión de adecuar el Estatuto

de Roma para la Corte Penal Internacional (CPI)

a la normativa penal nacional, vía la elabora-

ción del libro exclusivo del Código Penal que

realiza el correspondiente grupo de trabajo del

Congreso de la República, aunque no pode-

mos dejar de señalar la falta de celeridad en el

cumplimiento de esta tarea en el transcurso

del año.

Es importante destacar la decisión del Es-

tado Peruano, de acuerdo con sus obligaciones

con la CPI, de actuar soberanamente frente a

las presiones para proveer inmunidades a fun-

cionarios o militares norteamericanos frente a

eventuales violaciones de los derechos huma-

nos en nuestro país.

Aunque en lo que se refiere al tema de jus-

ticia, como se puede advertir en el informe, el

desempeño del Consejo Nacional de la Ma-

gistratura contribuyó al proceso de reforma,

pues permitió revertir las cifras de provisio-

nalidad, no obstante se ha deslegitimado seve-

ramente por la actuación que tuvo en el proce-

so de nombramiento del nuevo jefe de la Oficina

Nacional de Procesos Electorales (ONPE), en

el que por cuestiones formales, restó posibili-

dades de participación a su anterior responsa-

ble.

Respecto a la lucha anticorrupción, a pesar

de que ésta haya sido un hecho sin precedentes

en nuestra historia, la sucesión de hechos de

corrupción en el presente gobierno y la obs-

trucción a las investigaciones de los mismos,

terminó afectando todo el proceso, desapro-

vechando otra oportunidad de re-legitimar el

sistema democrático y el Estado de Derecho,

debilitando la transición democrática.

A esta situación se suma la creciente sensa-

ción de impunidad que la población empieza a

revivir frente a la salida de prisión de ex miem-

bros del gobierno fujimorista y militares acu-

sados por violaciones a los derechos humanos,

y el cada vez más complejo proceso de extradi-
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ción de Alberto Fujimori. En el 2004 el avance

de la lucha contra la corrupción ha sido insufi-

ciente, pues si bien en este año se han dictado

un total de 15 sentencias, ninguna de ellas se

refiere a los más relevantes: tráfico de armas a

las FARC, graves violaciones a los derechos

humanos, tráfico de drogas, adquisiciones mi-

litares, sometimiento político del sistema ju-

dicial, etcétera. Asimismo; debido a la falta de

recursos y voluntad política no se ha podido

terminar de constituir un verdadero sistema

anticorrupción que funcione de manera coor-

dinada y eficaz; todo lo contrario, a fines del

2004, éste sufrió un sensible revés al debilitar-

se (con la renuncia de sus miembros más im-

portantes) la procuraduría ad hoc que tenía la

necesaria experiencia y correcto manejo de los

casos para garantizar su seguimiento.

También es preocupante la subsistencia de

acciones de grupos alzados en armas, que aun-

que esporádicas, siguen colocando en estado

de zozobra e inquietud a la población. La

CNDDHH condena estos hechos y exige al

Estado, a mérito de sus deberes de respeto,

protección y garantía en la vigencia de los de-

rechos humanos, una pronta investigación,

ubicación y juzgamiento de los responsables

de estos hechos delictivos.

Aun sigue habiendo una brecha muy gran-

de entre los compromisos formales que ha asu-

mido el Estado Peruano en lo que se refiere a

la promoción, protección y defensa de los de-

rechos humanos. Esto no sólo se observa en lo

referente a los Derechos Civiles y Políticos,

donde existe una continuidad de prácticas con-

trarias a los derechos humanos, prácticas que

para su efectiva erradicación necesitan de po-

líticas públicas en los temas de mujer, pobla-

ciones indígenas, condiciones carcelarias y

orientación sexual, así como en los Derechos

Económicos y Sociales donde existe no sólo

desatención y requerimientos de atención pre-

ferente, sino también una falta de enfoque en

los ítems de educación, salud, medio ambien-

te y procesos de integración.

En el caso de los pueblos indígenas se man-

tiene la situación de exclusión y vulneración

de sus derechos, contribuyendo a la pérdida

de su estructura social y cultural. No se garan-

tiza la integridad de sus territorios, cerca de 90

comunidades no cuentan con títulos de pro-

piedad, y 3 431 carecen de un respaldo sobre

sus tierras tradicionales. Los pueblos indíge-

nas reclaman la indispensable reforma de la

Constitución de conformidad con el Conve-

nio 169 de la OIT, ya que el estado debe garan-

tizar el derecho de los pueblos indígenas a pre-

servar sus territorios y a reconocerlos como

inalienables, imprescriptibles e inembargables.

Del mismo modo estos pueblos continúan con

un limitado acceso a los servicios básicos y con

barreras para ejercer su ciudadanía.

El actual régimen mantiene medidas polí-

ticas económicas implementadas desde el

fujimorismo, entre los que se encuentran el

énfasis en las actividades extractivas, el des-

cuido del mercado interno, la flexibilización

y precariedad laboral, la conservación de los

privilegios tributarios de las grandes empre-

sas, priorización del incremento de fondos para

las Fuerzas Armadas, en desmedro de las con-

diciones de vida y el ejercicio de los derechos

humanos de las personas, e incrementando los

riesgos en materia ambiental.

Especial mención merece el proceso del

tratado de libre comercio con Estados Uni-

dos, el mismo que se desarrolla sin la transpa-

rencia debida, vulnerando el derecho a la par-

ticipación de la población, esta situación, sumada

a los riesgos que se originan en negociaciones

de esta naturaleza, nos ubica en un escenario

propicio de violaciones a los derechos huma-

nos si no se observa de manera escrupulosa la

supremacía de los tratados de derechos huma-

nos, especialmente de los DESC y medio am-

bientales.

Lo anteriormente descrito refleja la crítica

situación de los derechos humanos en el país,

situación que exige a todos los actores pero



15

A
N

Á
LI

S
IS

 G
E

N
E

R
A

L

principalmente al Estado la adopción de me-

didas para revertirla.

Las recomendaciones planteadas por la

Coordinadora Nacional de Derechos Huma-

nos, buscan contribuir con la adopción de po-

líticas públicas desde un enfoque de derechos

humanos, que garanticen la plena vigencia de

la democracia y el estado de derecho en el país.
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